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Propuesta de Constitución de un Fondo Interamericano de Promoción del Trabajo Decente

La propuesta de un Fondo que financie políticas y programas dirigidos a la generación de más y mejores empleos en las Américas nos lleva a reflexionar preliminarmente sobre las siguientes cuestiones:

· Es oportuna su constitución? Es decir, es justificable en el marco de la integración hemisférica?

· Cuál es su significado y alcance en el ámbito del proceso de integración hemisférica?

· Es factible? Es decir, se puede contar con una estructura institucional y financiera que lo haga viable y lo haga un instrumento efectivo para el desarrollo social de la región?

Responder a estas u otras preguntas similares no es una tarea simple. Por el contrario, implica un gran esfuerzo prospectivo en cuanto al desarrollo del proceso de integración en las Américas y a los desafíos en materia de superación de las asimetrías entre los países americanos, así como sobre la centralidad que asume el tratamiento de la cuestión del trabajo decente para el desarrollo sostenible con inclusión social en la región, contribuyendo con un esfuerzo de construcción de sociedades mas prósperas, solidarias y equitativas. 

El presente documento, lejos de tener la pretensión de responder con la debida profundidad los temas en perspectiva, busca mostrar caminos, exponer elementos iniciales que justifiquen la constitución del Fondo y que delineen su estructuración. 

Apertura económica y ajuste estructural

Desde mediados de los anos ochenta, los países de América Latina y el Caribe abrieron sus regímenes comerciales y buscaron redefinir su inserción en la economía global. Se alentaron los procesos de integración y se estableció una amplia gama de acuerdos de libre comercio, estrategia conocida como “regionalismo abierto” (BUSTILLO & OCAMPO, 2003: pag. 9)

El proceso de globalización en la región, mediante la apertura y mayor integración a la economía global, estuvo acompañado de un proceso de ajuste estructural para recuperar o mantener los equilibrios macroeconómicos y adecuar las economías de la región a las transformaciones de la economía internacional. 

Durante la década de los 90, los países de la región se incorporaron al proceso de globalización mediante la promoción de la apertura comercial y financiera y a las inversiones, con perspectivas de fomentar el crecimiento y diversificar las exportaciones. Por consiguiente, promovieron la reducción de las tarifas y la apertura al crédito de corto plazo (abundante, en un primer momento, en los países desarrollados) y utilizaron un conjunto de políticas pregonadas por el Consenso de Washington (equilibrio fiscal, reducción de la inflación, apertura al exterior, reforma del Estado, etc.), promoviendo el ajuste estructural de sus economías, con el propósito de corregir fallas y desequilibrios macroeconómicos. Entretanto, la dimensión social no estaba incluida en el repertorio de las reformas, salvo por un supuesto impacto positivo del crecimiento económico sobre la pobreza (Panorama Laboral 2002, pags.. 38 y 39)

Las economías latinoamericanas y caribeñas cumplieron con el compromiso de realizar las reformas económicas sugeridas por el Consenso de Washington. Desde mediados de los anos ochenta, la región se inserto paulatinamente en el proceso de reformas económicas, promoviendo:

· La liberación de los regímenes comerciales (reducción de las tarifas de un nivel promedio de casi 50%, entre mediados de los ochenta a comienzos de los noventa, a un poco más de 10%, al final de la década).

· La intensificación de las negociaciones comerciales tendientes a fortalecer la integración económica intra-regional

· La reducción de los déficit fiscales (que volvieron a crecer al final de la década, dada su estrecha correlación con el ciclo económico), por medio del control de los gastos públicos, racionalización de impuestos y privatización de empresas publicas (57% de las privatizaciones en la región durante la década pasada ocurrieron en el sector de infraestructura)

· La implementación de las políticas de estabilización que lograron reducir los niveles de inflación, que alcanzaron niveles de un digito en muchos países de la región; y

· La promoción de reformas en la seguridad social y en la legislación laboral.

Consecuentemente, los resultados obtenidos fueron desalentadores en materia de crecimiento económico y equidad, cuando, en teoría, la globalización debería promover mayor convergencia con las economías desarrolladas. Tal frustración generó un ambiente más adverso a estas reformas
. 

De acuerdo con la CEPAL, la pobreza en América Latina se mantuvo inalterada entre 1980 y 1999 (paso de 34.7% para 35,3%), fruto de la gran inequidad distributiva en la región: mientras los 40% latinoamericanos más pobres mantuvieron su nivel de renta constante entre 1980 y 2000, el decil más rico duplicó este nivel. El análisis de la relación entre pobreza y producción para América Latina muestra que, en los años 90 por cada punto porcentual de crecimiento del PIB, la pobreza se redujo en 0.12%, mientras que en los años 80 esta relación era de 0.88% (Panorama laboral 2002: pag. 48). Por lo tanto, el crecimiento de la economía no es una panacea en relación  a la superación de la pobreza, la cual está más asociada a la reducción de la inequidad distributiva. 

En los años 90, el PIB latinoamericano y caribeño creció, en promedio, 3,3% al año, superior al promedio del crecimiento mundial (2,4%), alterando por consiguiente los ciclos de recuperación y recesión, dando como resultado un coeficiente de volatilidad del crecimiento económico
 de 0.7 en el período (Panorama Laboral 2002: pag. 45). En el mismo período, el volumen anual promedio de exportaciones de bienes creció en 8,4%. El dinamismo de las exportaciones, por lo tanto, no se manifestó en el comportamiento de la economía. 

Las ventajas comparativas estáticas llevaron a las economías de la región a especializarse en sectores de menor dinamismo en el comercio mundial. La especialización exportadora regional siguió tres patrones básicos en la ultima década (BUSTILLO & OCAMPO: 2003: pag. 19):

1. Integración a flujos verticales de comercio de manufacturas, centrado fundamentalmente al mercado de los Estados Unidos (México y algunos países de América Central); tal patrón posibilitó el aprovechamiento de algunos mercados manufactureros dinámicos, más los costos de reducir los encadenamientos internos (alto contenido de insumos importados en esas manufacturas);

2. Integración en redes horizontales de producción y comercialización, especialmente de materias primas y manufacturas basadas en el procesamiento de recursos naturales (América del Sur); este patrón permitió mayores encadenamientos internos, pero llevó, en general, a los países a especializarse en bienes que perdían participación en el mercado mundial; y

3. Predominio de la exportación de servicios, sobretodo turísticos, así como financieros y de transporte (Caribe y Panamá)

Por lo tanto, no se puede esperar que la apertura se traduzca automáticamente en crecimiento económico por vía del crecimiento de las exportaciones:

“El desempeño exportador de América Latina y el Caribe en los años 90 sugiere que los fuertes vínculos entre el crecimiento del PIB y las exportaciones y el aumento de la competitividad, sobretodo en los segmentos dinámicos del comercio mundial, no se obtienen automáticamente con mayor apertura. A menos que los países emprendan un esfuerzo coherente para estimular los vínculos entre los sectores exportadores y las actividades económicas internas, aumentando el valor agregado de las exportaciones y fomentando las ventajas comparativas dinámicas basadas en el conocimiento, los vínculos entre exportaciones y PIB serán débiles y las exportaciones tenderán a concentrarse en productos para los cuales la demanda es menos dinámica y más vulnerable en el comercio internacional” (BUSTILLO & OCAMPO, 2003: pag. 19)

Para que la capacidad exportadora se convierta en mayor crecimiento económico es imperativo estimular la formación de una capacidad de oferta exportadora competitiva, promoviendo vínculos entre las actividades dinámicas en los mercados internacionales y el sistema productivo domestico (promoción de las exportaciones con alta densidad de tecnología con alto valor agregado).

La región no logró consolidar un proceso de crecimiento satisfactorio y sostenible, tampoco consiguió corregir ciertos factores que han restringido su crecimiento, tales como los niveles de ahorro e inversión, que permanecieron inalterados a tasas alrededor del 18% y 20% del PIB, respectivamente (Panorama Laboral 2002: pag. 46). Los cortos ciclos de recuperación y recesión que marcaron la economía de la región, sobretodo en la segunda mitad de la década de los 90, tienen fuerte raíz en el modelo de crecimiento adoptado, profundamente anclado en el ingreso de capital extranjero, flujo que ha demostrado ser extremadamente volátil (especialmente los créditos de corto plazo). De esta forma, la economía de la región ha presentado fuerte vulnerabilidad a las turbulencias de la economía mundial.

Para enfrentar los efectos desestabilizadores de los ciclos de crecimiento y recesión asociados a los flujos volátiles de capital, es fundamental que se adopten estrategias consistentes de crecimiento con estabilidad. En este sentido, es esencial formular políticas que protejan las economías de las crisis y que respondan a la situación de los países en desarrollo: la regulación de la cuenta de capital constituye un complemento importante de las políticas macroeconómicas, proporcionando mayor libertad para evitar el endeudamiento excesivo y la apreciación insostenible de la tasa de cambio (BUSTILLO & OCAMPO, 2003: pags, 20 a 22)

El Panorama del Empleo en América Latina y El Caribe

La inequidad distributiva en América Latina y el Caribe resulta, en gran medida, de la creciente precariedad de las condiciones de empleo y trabajo. El desempleo ha aumentado en la región, y continúa la tendencia de informalización y de terciarización, así como el deterioro de los niveles de ingreso en el trabajo. 

De acuerdo con los datos de la OIT (Panorama Laboral 2002), el desempleo en la región alcanzó el 9.2% de la fuerza de trabajo en el 2002, el equivalente a 17 millones de trabajadores desempleados
. Este nivel de desempleo es casi el doble de lo observado a comienzos de los años 90 (5.6% en 1991). El incremento del desempleo afectó especialmente a las familias pobres, quienes presentaron tasas de desocupación cinco veces superiores a las tasas de los deciles de ingresos más elevados. El crecimiento del desempleo, sobretodo entre los grupos de menor ingreso, resultó, en gran medida, del aumento de la tasa de participación de esos grupos en el mercado de trabajo. 

Otro indicador importante de la desestructuración del mercado de trabajo en la región consiste en la precarización de los empleos: la mayoría de los puestos de trabajo creados entre 1990 y 2001 se dieron en el sector informal (dos de cada tres empleos nuevos). También se observa una elevación del proceso de terciarización del empleo no agrícola: la proporción de los ocupados en el sector de servicios subió de 71.2% al 74.6%, en la cual cada 100 empleos creados en el período del 96 correspondieron a ese sector. Cabe destacar la reducción de la protección social del trabajo, que se manifiesta en la reducción del porcentaje de asalariados que cotizan para la seguridad social (de 66.6% en 1990 a 65.3% en el 2001; 43 de cada 100 nuevos asalariados no tuvieron acceso a los servicios de seguridad social). 

El poder adquisitivo de los salarios mínimos en la región presentó una reducción de casi un punto porcentual en el 2002, revirtiendo la tendencia de alza registrada desde 1996. También el salario real promedio en la industria presentó una contracción de -0.7%. Los salarios industriales equivalen en promedio, en la actualidad, a los salarios de 1980, a la vez que los salarios mínimos corresponden en promedio a 74% de los salarios observados hace 20 años atrás. 

Tales indicadores del mercado del trabajo constituyen importantes factores que explican de la regresión observada en la distribución de la renta en la región (el coeficiente de Gini aumentó de 0.53 al 0.54). América Latina sigue como la región más regresiva del mundo. El índice de Gini retrocedió en las dos últimas décadas todo lo que había avanzado en los años sesenta y setenta (Panorama Laboral 2002: pag. 49).

El déficit de trabajó decente en América Latina y el Caribe

De acuerdo con la OIT, el déficit de trabajo decente en la región aumentó de 49,5% de los 

trabajadores en 1990, a 50,5% en el 2002, lo que equivale a 93 millones de trabajadores urbanos con déficit de trabajo decente en el 2002, cerca de 30 millones más que en 1990.  Se estima entonces que el aumento del déficit alcanzó el 15.7% de la fuerza de trabajo urbana de la región en ese período (Panorama Laboral 2002: pag. 12).

Revertir esta tendencia requiere invertir en políticas y programas que permitan asegurar la reducción del desempleo y la extensión de la cobertura en protección social a los trabajadores, en especial los de bajos ingresos. La OIT estima en cerca de 5.7% del PIB el costo con el déficit de trabajo decente en la región, lo implicaría, por ejemplo, destinar un poco más del 1% del PIB por un año, en un período de 5 años, para el pago de ese déficit. Para un PIB de la orden de 1.9 trillones de dólares
 en el 2001 (valores corrientes), el financiamiento del déficit de trabajo decente en la región corresponde a un monto aproximado de US$ 107 billones, lo que equivale a un aporte anual de poco mas de US$20 billones por año, en un período de 5 años. 

El déficit de trabajo decente representa una característica importante común entre los países del hemisferio americano. En ese sentido la superación de ese déficit representa un eje directivo fundamental para cualquier acción solidaria hemisférica. 

Por una globalización inclusiva

El proceso de globalización es una realidad que puede ser transformada, manejándola para una distribución más inclusiva, que abarque los bienes y servicios producidos por los países pobres
 (en especial los agropecuarios), con instituciones supra-nacionales que sean capaces de gobernar este proceso y con políticas macroeconómicas que integren las aspiraciones sociales y políticas de los diferentes pueblos. Es decir, es necesario cambiar su rumbo actual, con el objetivo de convertir en realidad el sueño de una mundialización más equitativa que multiplique las oportunidades para todos, que beneficie los pobres y a los excluidos.

Una globalización diferente debe ser, por lo tanto, inclusiva, traducir progreso económico en progreso social. El crecimiento económico y el progreso social deben ser tratados como aspectos interdependientes e indisolubles del mismo proyecto de construcción de sociedades prósperas, solidarias y equitativas. Una globalización diferente debe buscar la construcción de un marco integrado de política, que combine políticas económicas y sociales, teniendo en cuenta las distintas realidades económicas que enfrentan los países para sustentar el costo de una agenda social. En síntesis, debe perseguir la adecuada articulación de las políticas económicas y sociales, el desarrollo de una verdadera dimensión sociolaboral del proceso de globalización, con miras a la generación de trabajo decente, que induce a una distribución más equitativa de los beneficios del progreso económico (OIT, 2002: pag. 51).

En ese contexto, el trabajo ocupa un lugar central. Enfrentar el déficit de trabajo decente debe ser una meta de las políticas gubernamentales, las cuales deben perseguir el equilibrio entre las políticas económicas y las políticas sociales, así como en relación a las políticas de estímulo a las inversiones sectoriales, que promueven una salida productiva al estancamiento económico, con creación de empresas, expansión de las inversiones, generación de empleos de acuerdo al crecimiento de la demanda. 

La propuesta de constitución de un Fondo

Las políticas sociales desempeñan un papel distributivo e integrador fundamental. Aumentar su eficiencia e incrementar su financiamiento son elementos de suma importancia para fortalecer ese papel. La generación de más y mejores empleos y por consiguiente el fomento al trabajo decente, es sin duda una de las inversiones sociales de mayor relevancia. 

La integración a la economía global debe estar acompañada de un esfuerzo de integración social y productiva y del fortalecimiento de las instituciones públicas, con miras al crecimiento de la productividad de los sectores mas atrasados y de las capacidades de los grupos de menores ingresos, así como al progreso de la democracia en la región. 

En ese sentido, las políticas sociales y de empleo deben tener prioridad en las agendas política y económica de los países del hemisferio americano, con miras a posibilitar la adaptación de sus pueblos a la económica global y asegurar un acceso más equitativo a los beneficios de la globalización. La promoción del trabajo decente, en ese contexto, constituye condición básica para el desarrollo sostenible de los países de la región y para el éxito de la integración económica hemisférica. Por esa razón, la agenda de trabajo decente debe constituirse en el eje de las políticas nacionales y regionales del desarrollo. 

El enfrentamiento del déficit de trabajo decente debe reflejarse en estrategias de promoción del trabajo decente en los niveles nacionales, subregionales y regionales, con directrices claras, precisas y ordenadas, que orienten al diseño de planes y programas para la promoción del trabajo decente. También es importante especificar un sistema de monitoreo y evaluación de los resultados de dichas políticas. 

Una propulsa innovadora  desafiante, por lo tanto, en el ámbito de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT), es construir una verdadera “Estrategia Interamericana de Fomento al Trabajo decente”, estableciendo pilares y directrices/líneas de acción, así como metas de resultados, que dirijan y delimiten el proceso de elaboración de “Planes Nacionales y Subregionales de Fomento al Trabajo Decente”. 

En el ámbito de la Unión Europea, la lucha contra el desempleo se convirtió en una acción prioritaria durante el encuentro del Consejo Europeo en Ámsterdam, en junio de 1997. Los jefes de Estado y de Gobierno acordaron en conferir a la política de empleo una base jurídica, en el Tratado de la Unión Europea, introduciendo un título dedicado al Empleo. 

El Consejo Europeo Extraordinario de Luxemburgo de Noviembre de 1997, definió una serie de directrices en relación a las políticas de empleo, operacionalizadas por los diferentes países que componen la Unión Europea en sus Planes Nacionales de Empleo, guardando, evidentemente, sus especificidades. De esta manera, se alcanzó un importante acuerdo sobre los objetivos y el proceso de operacionalización de la prioridad dada al empleo en el tratado de Ámsterdam. Construidas sobre cuatro pilares (empleabilidad, espíritu empresarial, capacidad de adaptación e igualdad de oportunidades), que forman la base de la estrategia, las Directrices fijan los objetivos específicos que los Estados miembros deben alcanzar, a fin de elevar los niveles de empleo sobre una base duradera.
 

La formulación de directrices para las políticas de empleo en torno a ejes estructurales y la inclusión de un conjunto de objetivos, ya sean de naturaleza cualitativa o cuantitativa, buscan acompañar los esfuerzos nacionales de aplicación de las directrices y avanzar en la coordinación de las políticas de empleo de los Estados miembros. El acuerdo prevé todavía una evaluación comparativa de las políticas de empleo, lo que permite hacer progresiones conjuntas y sacar lecciones de los éxitos y fracasos de cada una (comparación de mejores prácticas). Finalmente se fijan los objetivos cuantificables que los Estados miembros deben realizar, cuya concretización es fiscalizada y analizada por la Comisión Europea con base en los informes de los Estados miembros. 

No existe de hecho, ni tampoco se pretendió implementar, una política común (unitaria) de empleo, mas sí una cooperación reforzada, a través de la incorporación en los Planes de Acción Nacionales (PAN) de las prioridades estratégicas y de las líneas directrices establecidas en materia de políticas de empleo, permitiendo la coordinación de las políticas por parte de la Comisión Europea, a través de la Dirección General de Empleo y Asuntos Sociales, y su constante evaluación, resultando en el “Informe Conjunto de Empleo”, a partir del cual son propuestas recomendaciones a los Estados miembros y orientaciones (o las mismas nuevas directrices) para la formulación de los próximos Planes de Acción Nacionales. 

La Dirección General de Empleo y Asuntos Sociales es responsable por el desarrollo y monitoreo de la “Estrategia Europea de Empleo (EEE)”, promoviendo la cooperación entre los Estados miembros en términos de políticas de empleo, apoyando y complementando sus acciones. Es también responsable por la gestión del “Fondo Social Europeo (FSE)”, principal instrumento financiero para traducir en medidas concretas la estrategia de empleo de la UE contribuyendo decisivamente al fomento de la cohesión social y económica en el bloque. 

Creado en 1957, el Fondo apoya medidas para prevenir y combatir el desempleo, promover la formación profesional y mejorar el funcionamiento del mercado del Trabajo. En asociación con los Estados miembros de la Unión Europea, el FSE persigue el objetivo de alcanzar un nivel más elevado de empleo, igualdad entre hombres y mujeres, desarrollo sostenible y cohesión social y económica. Las actividades que pueden ser apoyadas por el FSE incluyen:

· Educación y proyectos de formación profesional;

· Planes para promover y fomentar el empleo y el auto-empleo

· Iniciativas para general nuevas fuentes de empleo

· Mejorías en los servicios de empleo nacionales, regionales y locales

· Planes para fortalecer los links entre el mundo del trabajo y la educación e investigación; y

· Medidas innovadoras y proyectos piloto para crear trabajo en comunidades locales

El presupuesto del FSE para el periodo 2000-2006 totaliza alrededor de los 80 billones de euros (alrededor de 11.4 billones por año). Junto con otros fondos estructurales de la UE –Fondo Europeo de Desarrollo Regional y el Fondo Europeo para la Orientación y Garantía de la Agricultura e Instrumento Financiero para la Orientación de la Pesca, el FSE ha contribuido a la meta común del bloque de reducir la brecha en los patrones de vida entre las regiones y entre las personas y promover la cohesión económica y social. Los fondos estructurales totalizan cerca del 1/3 del presupuesto de la UE. Cabe también señalar que el FSE ha servido como un importante instrumento para estimular y apoyar a los Estados miembros en el esfuerzo de tomar sus políticas laborales de manera más activa, correspondiendo a un 8% de los gastos con políticas activas de mercado de trabajo en el bloque. 

La experiencia europea con la estrategia de empleo, su organización institucional, su sistema de monitoreo y evaluación y el apoyo financiero del FSE, pueden servir de base para el diseño y desarrollo de un proyecto de constitución de la “Estrategia Interamericana de Promoción del Trabajo Decente”, apoyada por la constitución de un “Fondo Interamericano de Promoción del Trabajo Decente”, en el marco de la CIMT, reuniendo, por lo tanto, todos los actores y organismos internacionales y regionales involucrados con el Sistema Interamericano de Trabajo. 

Al igual que la experiencia europea, la estrategia interamericana debe consolidarse en ejes (pilares), que se desdoblan en directrices (líneas de acción), con sus objetivos y metas específicos. Los piares de esa estrategia hemisférica solidaria podrían ser los siguientes. 

I – Fomento al Empleo y a la Capacitación de los Trabajadores – reuniendo directrices en términos de políticas activas de mercado de trabajo y de la construcción/perfeccionamiento de sistemas públicos de empleo. 

II – Fomento a la Capacidad Emprendedora – directrices dirigidas a los programas de apoyo y fomento al empresarismo (micro y pequeñas empresas, auto-empleo, empresas auto-gestionadas, economía solidaria, organizaciones productivas locales, etc.)

III – Igualdad de Oportunidades – líneas de acción destinadas a promover la igualdad de oportunidades entre las personas y a combatir cualquier forma de discriminación en el trabajo y/o en términos salariales, facilitar la conciliación entre la vida profesional y la familiar (cuidados con los niños y las personas de la tercera edad), así como promover la responsabilidad social de las empresas, y

IV – Diálogo Social y Democracia de las Relaciones Laborales – reuniendo directrices dirigidas a estimular, estructurar y consolidar el diálogo social, expandiendo el capital social de los países americanos, al garantizar y promover los derechos fundamentales del trabajo y al ampliar el grado de protección social de los trabajadores. 

La constitución del Fondo es un capitulo bastante sensible, pues implica identificar las fuentes permanentes de recursos, su estructura de gestión y aplicación, entre otras cuestiones relacionadas. En el caso del FSE, la fuente de recursos es el propio parlamento de la UE. En el caso de las economías americanas, en especial las de América Latina y el Caribe, la constitución del Fondo a partir de la contribución de los Estados partes de la OEA estaría lejos de ser suficiente. Ciertamente será necesario el aporte financiero de organismos internacionales, así como la identificación de formas alternativas de contribución. Las opciones en ese sentido consisten en la contribución financiera sobre la (no se encontró continuidad en la frase en portugués).

Entre 1994 y 2001, la región de América Latina y el Caribe recibió, en promedio, 25 billones de dólares por año de inversión extranjera en cartera. En el mismo periodo, la remesa al exterior de ingresos de inversión extranjeros alcanzó el nivel  promedio anual de 68.4 billones de dólares, con 17.3 billones en forma de utilidades y dividendos, 14.7 billones en forma de remuneración de inversiones y 38.4 billones como pago de pensiones
. Una contribución de un punto porcentual sobre las inversiones extranjeras en cartera y sobre la remesa de ingresos de inversiones de extranjeros, agregaría recursos de aproximadamente US$ 1 billón por año
. Aunque puede no ser suficiente para eliminar el déficit de trabajo decente, representaría una fuente adicional de recursos bastante representativa.  
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� La Organización Internacional del Trabajo (OIT) conceptualiza como trabajo decente o trabajo digno, que sea suficiente en calidad y cantidad (trabajo productivo y seguro; que respete los derechos fundamentales del trabajo; con remuneraciones adecuadas; con protección social; y con dialogo social, libertad sindical, negociación colectiva y participación).


� Datos del Estudio “Latinoamericano (2002)” aportan que 76% de los latinoamericanos están insatisfechos con los resultados de las reformas, aunque manifiesten apoyo a las mismas. 83% consideran la distribución de renta injusta o muy injusta. Cabe decir que el aspecto distributivo estuvo ausente de los objetivos de las transformaciones económicas engendradas en la región. La creencia era de que el crecimiento económico de constituiría en el principal instrumento para combatir la pobreza (Panorama Laboral 2002, pag.44)


� Razón entre la desviación estándar del crecimiento del PIB y la media de crecimiento del PIB. 


� La tasa de desempleo calculada para América Latina y el Caribe consiste en la media ponderada de las tasas de desempleo abierto para los países de la región, con base en las informaciones obtenidas por las encuestas domiciliares y contempla solamente la población urbana.


� Para medir el déficit “primario” de trabajo decente se suman los “hiatos” de empleo y protección social. Para estimar el hiato de empleo se utilizan dos componentes: la diferencia entre la tasa de desempleo observada y la tasa de desempleo histórica; y el número de ocupados en actividades de baja calidad. El hiato de protección social considera el nivel de empleo de los sectores formal e informal y los índices correspondientes de desprotección social (trabajadores que no contribuyen a los sistemas de protección 


social) – Panorama Laboral 2002; Pág. 12)


� El PIB en el 2001 para el total de América Latina y el Caribe, a precios corrientes de mercado. 


� Los países desarrollados impulsaron la apertura del comercio para los productos que integran su línea exportadora, sin embargo siguen protegiendo los sectores de su economía que podrían ser amenazados por la concurrencia de países en desarrollo, especialmente en el sector agrícola, con el uso de subsidios a sus productores y restricciones a las importaciones (OIT, 2002; pag. 30)


� Información extraídas de la home page de la Unión Europea: � HYPERLINK "http://www.europa.eu.int" ��www.europa.eu.int� 


� Datos extraídos del Anuario Estadístico de la CEPAL – 2002 (Tabla No. 251)


� Cabe señalar que la estimación de recaudamiento con la contribución de 1% sobre las inversiones extranjeras en portafolio está subestimada, ya que la cuenta en cuestión presenta el valor del saldo y no el flujo. 





